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“Las organizaciones sin fines de lucro presentan un tejido o entramado social capaz de ser red 
de contención de los vínculos sociales.” Dr. Ricardo Lorenzetti 

Introducción. 

Tanto las asociaciones civiles como las fundaciones cumplen un rol fundamental en el bienestar 
social de los Estados modernos. En ellas, la sociedad encuentra contención para situaciones que 
exceden a la Administración Pública, no son propias de las empresas privadas o simplemente 
requieren de un tratamiento especial. Esta contención se da en los más diversos campos y 
actividades. Tiene gran impacto dentro del llamado tercer sector o “economía social”, se 
manifiesta en actividades que van desde los humildes clubes de barrio, que contienen a niños y 
adultos de las clases sociales más vulnerables, a fundaciones que patrocinan costosísimas 
investigaciones para encontrar soluciones a las más crueles dolencias humanas, pasando por las 
que agrupan a profesionales o satisfacen las necesidades filantrópicas de la clase media. 

Incontables serían los ejemplos de circunstancias de la vida en las que estás herramientas del 
Derecho Civil generan su actividad, por esa razón en este trabajo analizaremos su construcción 
jurídica. 

Simples asociaciones. 

A manera de comparación, vamos a comenzar este análisis por la segunda sección de Capítulo II 
que regula la forma jurídicamente menos segura para sus miembros en lo relativo a su 
patrimonio personal; La simple asociación. “Para el Código, las simples asociaciones son 
personas jurídicas (art. 148). Se termina así la discusión sobre la naturaleza jurídica de estas 
entidades que tanto espacio doctrinario ocupó en el pasado. " (1) 

El Artículo 187 abre la primera gran diferencia con su “hermana mayor” la Asociación Civil al 
permitir el instrumento privado con firma certificada por Escribano dentro el acto constitutivo. 

La segunda gran diferencia se da en el Art. 190 ante la posibilidad de prescindir de un órgano de 
fiscalización cuando se cuente con menos de veinte asociados. 

La tercer importante diferencia se presenta en lo que concierne a lo patrimonial, el 
administrador (o cualquier miembro que supla la función de hecho) es solidariamente 
responsable con su patrimonio. De esta responsabilidad se encuentran excluidos los asociados 
que no se encuentren ejerciendo esa función. 

Con estás diferencias en mente, vamos a desarrollar la distinción con el instituto principal. 

 

Asociaciones civiles. 



Objeto. 

Retrocediendo en el ordenamiento propuesto por el CCyC de la Nación, en la primera sección 
del Capítulo 2, encontraremos las Asociaciones Civiles y su objeto. El primer mandato de 
relevancia que ofrece el Artículo 168 define de manera inequívoca el carácter de estas 
asociaciones: “La asociación civil debe tener un objeto que no sea contrario al interés general 
o al bien común”. (2) Desde el comienzo el legislador anticipa la imposibilidad de que este 
instrumento sean usado con intenciones contrarias o ajenas al bien común. Nótese que la 
redacción se efectúa en forma “negativa” (…que no sea contrario…) y no en forma “positiva” 
(“que tienda a…” “que procure el…”. Esto se debe principalmente a que estas instituciones, si 
bien son relevantes al fin social, no son obligatoriamente destinadas al mismo. Pero también 
encierra una suerte de advertencia al lector sobre la posibilidad de un uso del instituto 
“contrario” al interés general, uso que no puede ser el objeto, y que se refleja cotidianamente 
en la corrupción a la que lamentablemente, y de forma reiterada, se ven sometidas. 

En el segundo tramo de artículo define el “Interés general” y lo hace ampliando los alcances de 
ese interés de una forma inclusiva, que pormenoriza las diferencias culturales y religiosas de 
manera tal que el interés general no pueda ser interpretado como el interés de la mayoría, y sí 
como la suma de “los interés” de todos los grupos. De igual forma el concepto de “bien común” 
no se refiere a lo que se entiende por “común a todos”, sino al bienestar de un grupo 
determinado. No obstante, excluye como es lógico, el supuesto de un interés que no persiga los 
fines constitucionales. 

In fine, el artículo deja de forma inequívocamente clara que el lucro no es aceptado y esto es lo 
que principalmente diferencia una asociación de una sociedad comercial que persigue una 
ganancia que permita repartir utilidades. Si bien el lucro no es aceptado para sus miembros, 
consagrando de manera inequívoca el carácter altruista de esta forma de asociación, en lo que 
respecta a la organización en sí misma, la prohibición de lucro no está del todo vedada. Se 
prohíbe el “lucro subjetivo” que por definición es el que puede repartirse entre los miembros, 
pero se permite el llamado “lucro objetivo”.  “..ello no priva a las asociaciones de realizar actos 
dirigidos a obtener ganancias que sirvan para seguir cumpliendo con su finalidad especifica.” 
(3) 

Acto constitutivo y su contenido. 

En el Artículo 169 encontramos el desarrollo del acto constitutivo de estas personas jurídicas, el 
que debe ser otorgado mediante un instrumento público y registral. El legislador limita de esta 
manera la voluntad privada, conforme a desarrollar la actividad objeto de la asociación a 
espaldas del Estado y le da carácter obligatorio al registro, de manera tal de diferenciarla 
inequívocamente de cualquier otro tipo de asociación que pudiera darse para un fin no 
económico, otorgándole carácter legal, debiendo ser autorizada por este para funcionar de 
manera completa. “Se ha sostenido que la fundación de una asociación civil no es un contrato 
sometido al imperativo de la voluntad de las partes y regido por el Código Civil y demás leyes 
especiales, sino que se trata de un proceso donde no gobiernan los principios individualistas 
de los socios, sino un derecho corporativo que, por intereses económicos y sociales, el Estado 
se encarga de regular.” (4)  Para su total eficacia, el acto constitutivo debe contener una serie 
de requisitos formales de orden común entre los que se destaca la leyenda “Asociación 
Civil”, que demarca para el interesado los límites y alcances de la institución. 

El acto constitutivo de la asociación civil debe ser otorgado por instrumento público y ser 
inscripto en el registro correspondiente una vez otorgada la autorización estatal para funcionar. 
Hasta la inscripción, se aplican las normas de la simple asociación. Las asociaciones son 



instituciones perdurables. “Las asociaciones civiles tienen "vocación de permanencia" en el 
tiempo. Se puede establecer un plazo de duración en el estatuto o establecer el carácter 
perpetuo de la entidad.” (5) No obstante, las causales de disolución pueden deberse a que en 
numerosas oportunidades las asociaciones se constituyen para un fin determinado que al ser 
alcanzado se agota en sí mismo. 

Las contribuciones que se realizan para su creación quedan excluidas en el articulado de 
cualquier presunción de “Inversión” que no sea entendida en el sentido del desarrollo social y 
que, de no mediar aclaración, quedan determinadas en forma permanente. 

 Administración, fiscalización y contralor estatal. 

A partir del Art. 171 el Código ordena a los administradores y fiscalizadores de las asociaciones. 
Reserva las funciones directivas a los asociados excluyendo la posibilidad de que agentes 
externos administren e incluso previniendo el posible abuso de exclusión de determinados 
asociados. Los cargos administrativos pueden ser remunerados. "La remuneración debe ser 
fijada prudencialmente por la asamblea de asociados atendiendo al objeto y dimensión de la 
entidad como así también a la naturaleza, extensión y dedicación requerida por las tareas de 
los directivos en cuanto dicha dedicación impida o limite significativamente la conservación 
del desempeño de otras actividades privadas por parte del directivo. La· asamblea puede 
delegar la fijación de la remuneración en el propio órgano de administración, siempre que 
establezca con precisión las modalidades y límites a que ello se sujetará" (6) 

Dentro de los órganos internos, la norma le otorga un desarrollo especial al de Fiscalización. La 
condición de asociados no es requerida para el órgano de fiscalización, pudiendo ser externo, 
en concordancia con garantizar la transparencia buscada desde el inicio del articulado. Si la 
asociación tuviere más de cien asociados será obligatorio formar una comisión revisora de 
cuentas. El estatuto puede prever que la designación de los integrantes del órgano de 
fiscalización recaiga en personas no asociadas. En el acto constitutivo se debe consignar a los 
integrantes del primer órgano de fiscalización. 

La fiscalización privada de la asociación está a cargo de uno o más revisores de cuentas. Se limita 
la posibilidad de integrar el órgano de fiscalización a personas que no integren la comisión ni 
sean certificantes de los estados contables, incluso a sus cónyuges, convivientes y parientes, aun 
por afinidad. Si la asociación requiriera de pertenecer a determina profesión u oficio, está 
pretensión no aplicaría al órgano de fiscalización, garantizando la posibilidad de conformación 
externa. 

Concurrentemente con el Art. 169, el Art. 174 sujeta a las asociaciones a control Estatal 
permanente según la competencia. “La simple voluntad de los particulares no es suficiente 
para crear una persona jurídica; el acto constitutivo de ésta -cualquiera fuera su naturaleza- 
requiere además la existencia de una disposición de Derecho objetivo que atribuya a lo 
actuado la virtualidad suficiente para darle el carácter de persona jurídica.” (7) 

El Artículo 175 aprueba que existan condicionamientos de cumplimiento obligatorio para ejercer 
cargos, pero estos nunca pueden ser de carácter total o absoluto, garantizando así el acceso a 
la administración de todos los socios. La cesación el cargo de un directivo se da por las razones 
habituales, pero el estatuto no puede contener cláusulas que restrinjan la remoción ni la 
renuncia, si este último caso se diera, no puede afectar el normal funcionamiento de la 
asociación o la prosecución de actos en ejecución, por lo que la Comisión puede rechazar la 
renuncia hasta que la Asamblea ordinaria se expida. La renuncia se tiene por aceptada si no 
operó rechazo dentro de los diez días corridos. 



Con el final de la gestión, en caso de que la misma sea aprobada, se extingue la responsabilidad 
de la administración. La responsabilidad de los directivos se extingue por la aprobación de su 
gestión, por renuncia o transacción resueltas por la asamblea ordinaria. Empero, la misma no se 
extinguirá si se trata de una infracción a normas imperativas o si en asamblea hubo una 
oposición de no menos del diez por ciento del total. “Los socios disidentes podrán ejercer la 
acción social de responsabilidad que establece la Ley General de Sociedades que persigue el 
resarcimiento del daño provocado por el directivo a la entidad.” (8) 

Participación en las asambleas, renuncia y exclusión. 

En cuanto a las reglas que impactan sobre todos los asociados a partir del Art. 178 encontramos 
que el único requisito ineludible de un asociado para estar habilitado a participar de las 
asambleas es tener efectuado el pago de las cuotas al mes inmediato anterior. No existe 
limitación al derecho por parte de un asociado a renunciar, no obstante, ese acto no saneará la 
deuda de cuotas y contribuciones que pudiera poseer al momento de la renuncia. 

En orden de prevenir situaciones de intimidación ante posibles desacuerdos, la exclusión de un 
asociado sólo puede darse por una causa grave que el estatuto prevea. En cualquier caso se 
garantizará el derecho a defensa del asociado en vías de ser excluido. Si la exclusión se viera 
comprometida por el incumplimiento de algún requisito previsto en el articulado o en el 
estatuto, la responsabilidad recaerá sobre la Comisión directiva.  

Como quedó claro en el Art. 170 el patrimonio de la Asociación es propio de la misma y no de 
sus asociados en forma personal, de igual manera trata el Art 181 a los mismos, separando su 
responsabilidad personal a la de la asociación ante su deuda. La calidad de asociado es 
intransmisible. 

Disolución y procedimiento de liquidación. 

Con el Art. 183 arribamos a las situaciones de disolución, el Código reserva a las asociaciones las 
normas generales que aplican a cualquier persona jurídica privada, agregando a las misma la 
posibilidad de que una material reducción de asociados deje vacantes los cargos obligatorios por 
un plazo mayor a seis meses.  Llegado el caso el liquidador debe elegirse en asamblea 
extraordinaria, excepto que proceda una designación judicial. 

Así como su constitución, su liquidación y el liquidador deben inscribirse mediante documento 
público. El procedimiento de liquidación debe estar normado en el estatuto, el destino del 
patrimonio nunca puede consistir en ser distribuido a sus asociados. Si no hubiese un destino 
previsto en el estatuto, será destinado a otra asociación civil de la República con similar 
objeto. “El destino del remanente que surja de la liquidación es un tema sumamente 
importante pues, al tratarse de una entidad de bien común, el patrimonio resultante no puede 
volver a los miembros.” (9) La posibilidad de destinar los bienes a “una entidad de bien común, 
pública o privada, que no tenga fin de lucro y que esté domiciliada en la República.” De manera 
tal que sigan siendo generadores de bienestar social dentro del país aún luego de finiquitar la 
entidad que les dio sentido. Sobre este último punto resulta llamativo el carácter facultativo de 
la norma, en contraposición a la prohibición lucrativa del Art. 168. Quizá hubiese funcionado 
mejor, a los fines propuestos en el citado artículo, la restricción para que los bienes siempre 
fueran liquidados a favor de otra de similares características, impidiendo de esta forma cualquier 
previsión estatutaria que pudiera contener una especulación intrínseca y otorgando una 
continuidad financiera explicita al objeto, por encima de la institución. 

Normas supletorias. 



El legislador, para finalizar, en el Artículo 186 define que de forma supletoria se tratará a las 
asociaciones de igual manera que a las sociedades ante situaciones no contempladas en la 
norma. “No obstante, la aplicación de normas societarias a las asociaciones civiles debe 
realizarse con un criterio de suma prudencia (…) su finalidad es otra y sus integrantes no se 
ven beneficiados por el producto de una actividad comercial ni obtienen ganancias…” (10) 

Fundaciones 

Concepto. 

De forma más determinante que en lo normado para la asociación civil, el código le otorga a las 
fundaciones, desde su concepto, un lugar preponderante en la búsqueda del bien común, aquí 
ya no basta con que el fin perseguido no sea contrario a este, si no que específicamente su 
satisfacción debe formar parte de su cometido. “Las fundaciones son personas jurídicas que se 
constituyen con una finalidad de bien común, sin propósito de lucro, mediante el aporte 
patrimonial de una o más personas, destinado a hacer posibles sus fines.” (11) Se fundan 
mediante instrumento público y pueden surgir a partir de un acto de última voluntad de la 
persona humana. A diferencia de las asociaciones pueden surgir de un acto unilateral de la 
persona física. 

Deben poseer para ser autorizadas por el Estado un patrimonio suficiente que le permita 
alcanzar su cometido, a tal efecto se tienen en cuenta las promesas de aportes futuros realizadas 
por los fundadores o terceros. No obstante, pueden obtener su autorización si acreditan la 
capacidad de sus fundadores o personas contratadas para conseguir su propósito. 

Constitución y responsabilidad de los fundadores. 

El acto constitutivo de una fundación se realiza mediante el o los fundadores o apoderados con 
poder especial si es entre vivos y por el juez del sucesorios, si corresponde a un acto de última 
voluntad. El instrumento presentado ante el contralor para su aprobación debe contener los 
datos completos de los fundadores y apoderados, datos de la fundación incluyendo su objeto 
preciso y determinado, el patrimonio e integración de recursos futuros expresado en moneda 
nacional, la duración, la organización administrativa, estatutaria y contable y procedimiento de 
disolución, liquidación de bienes y finalmente el plan trienal de acción, característica esencial 
que permite al contralor garantizar la permanencia del objetivo fundacional en el tiempo. “En 
las fundaciones se "proyecta en el tiempo" la voluntad del fundador. El Estado tiene que velar 
por que esa voluntad altruista llegue a cumplirse y que los objetivos de la fundación no queden 
en una mera declamación del estatuto. “ (12) Los aportes dinerarios deben ser depositados en 
el banco que, según la jurisdicción, el agente contralor disponga, los aportes en especies se 
harán constar en inventario con sus valuaciones suscriptos por contador público nacional. 

Las promesas de donación son irrevocables, tanto para el donador como para sus herederos, a 
partir de la resolución de la autoridad de contralor que autorice a la entidad para funcionar 
como persona jurídica. La fundación constituida tiene todas las acciones legales para demandar 
por el cumplimiento de las promesas de donación hechas a su favor por el fundador o por 
terceros. 

El plan trienal detallado, tanto en sus fines como en su financiamiento, debe acompañar a la 
solicitud de personería jurídica. Los fundadores y administradores responden con su patrimonio 
durante el proceso de gestación. 



El Artículo 224 abre la vía Civil por el trámite más breve para recurrir las decisiones 
administrativas que denieguen o retiren la personería jurídica a fundaciones nacionales o 
extranjeras. 

Gobierno y administración. 

A partir del Artículo 201 se define el gobierno de la institución. El consejo de administración 
debe estar formado por no menos de tres personas humanas. Los fundadores pueden reservarse 
por estatuto la facultad de ocupar cargos o designar consejeros. La designación de Consejeros 
puede ser conferida a instituciones públicas o privadas sin fines de lucro. Los consejeros pueden 
ser permanentes o temporarios, el consejo puede delegar las facultades de gobierno a una o 
más personas humanas o a un comité ejecutivo sean o no miembros del consejo y que en 
cualquier caso debe rendir cuentas a él. Los miembros del comité ejecutivo tienen derecho a 
una retribución pecuniaria, pero los miembros del consejo lo son a título honorario. 

Reuniones. 

El régimen de reuniones y convocatoria será previsto en el estatuto. El quórum debe ser el de la 
mitad más uno de sus integrantes y debe labrarse acta en libro especial. Son requeridas las dos 
terceras partes de los votos para remover a un miembro del consejo. “Se ha destacado que para 
que funcione la caducidad automática de los cargos debe existir una disposición estatutaria 
que fije con claridad los parámetros con que se considerarán las ausencias reiteradas y no 
justificadas.” (13) La autoridad de contralor tiene la potestad de reorganizar la fundación en 
caso de vacancia de cargos e inconcurrencia de nuevos miembros. 

Contrato con el fundador o sus herederos. 

Todo contrato entre la fundación y los fundadores o sus herederos, con excepción de las 
donaciones que éstos hacen a aquélla, debe ser sometido a la aprobación de la autoridad de 
contralor, y es ineficaz de pleno derecho sin esa aprobación. Esta norma se aplica a toda 
resolución del consejo de administración que directa o indirectamente origina en favor del 
fundador o sus herederos un beneficio que no está previsto en el estatuto. “Una vez constituida 
una fundación y obtenida la personería jurídica, el fundador pasa a ser un tercero con relación 
a la entidad. La norma se preocupa de mantener esta independencia y pena con ineficacia los 
contratos o resoluciones del consejo de administración que asignen beneficios a los 
fundadores o sus herederos, salvo que, por especiales circunstancias, éstos sean autorizados 
por la autoridad de contralor.” (14) De igual manera las fundaciones deben destinar la mayor 
parte de sus ingresos al cumplimiento de sus fines. Los fondos no se acumularan con el objeto 
de generar un enriquecimiento sin una razón precisa. En estos casos debe informarse a la 
autoridad de contralor, en forma clara y concreta. 

El Artículo 219 designa al Ministerio Público como contralor del cumplimiento de la voluntad 
testamentaria. En caso de desacuerdo entre los herederos y el albacea, será resuelto por el juez 
de la sucesión. 

Información y contralor. 

Las fundaciones deben proporcionar a la autoridad de contralor de su jurisdicción toda la 
información que ella les requiera. Las reparticiones oficiales deben suministrar directamente a 
la autoridad de contralor la información y asesoramiento que ésta les requiera para una mejor 
apreciación de los programas proyectados por las fundaciones.  “Debe señalarse que la 



Administración Federal de Ingresos Públicos realiza un permanente control sobre las 
fundaciones y las asociaciones civiles. Existe un régimen general de empadronamiento en el 
cual se encuentran las asociaciones y fundaciones; el objeto es crear un registro de entidades 
exentas de impuestos y todas las entidades deben solicitar su inclusión en el registro. “ (15) 

La autoridad de contralor aprueba y fiscaliza todos los actos jurídicos de la institución. Solicita 
de las autoridades judiciales la designación de administradores interinos, suspende, en caso de 
urgencia, el cumplimiento de las deliberaciones o resoluciones contrarias a las leyes o los 
estatutos, y solicitar a las autoridades judiciales la nulidad de esos actos, solicita a las 
autoridades la suspensión o remoción de los administradores y la designación de 
administradores provisorios, convoca al consejo de administración a petición de alguno de sus 
miembros, o cuando se compruebe la existencia de irregularidades graves, fijar el nuevo objeto 
de la fundación cuando el establecido por el o los fundadores es de cumplimiento imposible o 
ha desaparecido , dispone la fusión o coordinación de actividades de dos o más fundaciones. 

Reforma del estatuto y disolución. 

Sólo es posible modificar el objeto de la fundación cuando el cumplimiento del mismo se ha 
tornado imposible, en cuyo caso se requerirá la mayoría absoluta de los integrantes del consejo. 

En caso de disolución, el remanente de los bienes debe destinarse a una entidad de carácter 
público o a una persona jurídica de carácter privado cuyo objeto sea de utilidad pública o de 
bien común, que no tenga fin de lucro y que esté domiciliada en la República. Esta disposición 
no se aplica a las fundaciones extranjeras. En el caso de los bienes donados, a menos que en el 
acto de donación se haya contemplado la restitución por causa de cambio de objeto o cesación, 
la donación no podrá ser revocada. 

  

Conclusión. 

Tanto los miembros de las asociaciones, como los beneficiarios de las fundaciones encuentran 
en este tipo de personalidad jurídica el instrumento para satisfacer las necesidades que siendo 
propias, lícitas y acordes con el interés general y el bien común, por motivos variados, no han 
podido ser alcanzadas por la Administración Pública o los organismos privados o de carácter 
comercial. 

Estas necesidades muchas veces tienen que ver con aspectos recreativos o culturales, pero otras 
tantas con cuestiones profundamente sensibles al desarrollo de la persona en sociedad, como 
la salud, la educación, la alimentación, y la prevención de las adicciones o la violencia, entre 
otras. 

Es por este motivo que debemos atesorar a estas instituciones como una herramienta esencial 
del desarrollo social, realizando todos los esfuerzos a nuestro alcance para mantenerlas alejadas 
de cualquier intento inescrupuloso de anular los controles y convertirlas en blanco de 
corrupción.  
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